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Caso 12.577 – José Adrián Rochac Hernández
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El Salvador

Audiencia Comisión Interamericana de Derechos Humanos – 137º período ordinario de sesiones

San Salvador, 20 de octubre de 2009.-

Dr. Santiago Cantón

Secretario Ejecutivo

Comisión Interamericana de Derechos Humanos

1889 F St., NW

Washington, DC                                           

20006

Distinguido Dr. Cantón:

La Asociación Pro-Búsqueda de Niñas y Niños Desaparecidos de El Salvador (en lo sucesivo Pro- Búsqueda o la parte peticionaria), tiene a bien dirigirse a la Ilustre Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) con el objetivo de presentar los principales puntos de nuestra exposición en la audiencia concedida en el 137º período ordinario de sesiones en relación con los cuatro procesos en referencia.

I. La desaparición forzada de niños y los casos objeto de la denuncia

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos y otros organismos internacionales de protección a los derechos humanos han coincidido en reconocer la existencia de una práctica estatal de desapariciones forzadas durante el conflicto armado interno que se produjo en El Salvador entre los años 1980 – 1992. Además, se ha constatado unánimemente por parte de entidades internacionales de protección que el sistema interno de protección de los derechos humanos fue del todo ineficaz para enfrentar las múltiples violaciones a los derechos fundamentales cometidos durante esa época.  La misma CIDH concluyó en su Informe Anual de 1992 que “en El Salvador no existe hoy en día, ni ha existido en el pasado reciente, una administración de justicia eficiente, imparcial e independiente que constituya una garantía contra la impunidad y un medio efectivo de disuasión frente a la delincuencia”
. 

La finalización del conflicto no generó avances en la superación de la extendida impunidad de los atroces crímenes cometidos durante la guerra, en parte por la promulgación de una oprobiosa Ley de Amnistía y en parte por la negativa de los tribunales de justicia y de la Fiscalía General de la República de proceder a investigar crímenes que por su naturaleza y por disposición de la Constitución salvadoreña y de la Convención Americana sobre Derechos Humanos deben ser investigados en todo tiempo y lugar, por no ser amnistiables ni imprescriptibles. En opinión de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos “luego de finalizada la guerra, la situación no ha cambiado sustancialmente ante las demandas de las víctimas. La mejor prueba de que la justicia salvadoreña no ha funcionado para las víctimas es que ningún responsable de tan atroces delitos está tras las rejas y ningún detenido desaparecido –o sus restos – ha sido encontrado”
.

En esta misma línea, se ha demostrado en el trámite de los casos en referencia que muchos niños y niñas fueron objeto de estas desapariciones forzadas en el marco de operativos militares, en particular durante los primeros años de la guerra, los más cruentos en materia de violación a los derechos y libertades fundamentales. Las niñas y los niños, por las circunstancias de la desaparición forzada y por su particular situación de desarrollo físico y psicológico, fueron sin duda los más afectados por la situación de impunidad generalizada y de desprotección de los derechos y libertades fundamentales de las víctimas de la guerra.

Se resumen a continuación las circunstancias en que se produjeron las desapariciones de las víctimas en el caso sub judice:

1. Caso 12.646: El 25 de octubre de 1981, el niño Santos Ernesto Salinas, de nueve años de edad, llegó a la casa de la señora Tomasa Torres, ubicada en la localidad de San Nicolás Lempa. Allí se presentaron miembros de la Guardia Nacional y del Batallón Atlacatl quienes detuvieron a todas las personas que se encontraban en la casa. Los vecinos testificaron que, después de haber sido capturadas, todas las personas -excepto Santos Ernesto- fueron conducidas a la orilla del río y asesinadas. El niño Santos Ernesto fue capturado por los soldados y llevado con rumbo desconocido. Desde entonces, se desconoce su paradero. La denuncia penal ante la Fiscalía General de la República y el habeas corpus ante la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia han sido del todo ineficaces para investigar los hechos y determinar el paradero de la víctima.

2. Caso 12.577: El 12 de diciembre de 1980, José Adrián Rochac Hernández, de cinco años de edad, fue capturado por militares integrantes de la Fuerza Aérea de El Salvador y por integrantes de los grupos paramilitares de la zona de San Martín, durante un operativo realizado en el cantón San José Segundo, jurisdicción de San Martín, en el Departamento de San Salvador. Aún se desconoce su paradero.  Todas las gestiones realizadas ante las autoridades para esclarecer los hechos, incluyendo una denuncia penal y un habeas corpus, han resultado infructuosas. 

3. Caso 12.647: El 12 de diciembre de 1981, la menor Emelinda Lorena Hernández de once meses de edad, fue víctima de desaparición forzada por parte de integrantes del Ejército salvadoreño, en el cantón La Joya, jurisdicción de Meanguera, en el Departamento de Morazán, durante un operativo militar realizado por miembros del Batallón de Infantería de Reacción Inmediata Atlacatl de la Fuerza Armada de El Salvador. Cuando el poblado fue atacado, la niña de entonces once meses y quince días de edad, estaba al cuidado de la señora Marta Ramírez, una conocida de la familia Hernández. Esa misma noche, un grupo de personas, entre ellos el padre de Emelinda, fue al cantón a ver lo que había sucedido, y encontraron que la señora Marta Ramírez y sus 4 niños habían sido asesinados; señalaron que el cuerpo de Emelinda no fue hallado. Posteriormente a los hechos, numerosos testigos vieron a soldados cargando niños. Al día de hoy se desconoce el paradero de Emelinda y todas las gestiones realizadas ante las autoridades para esclarecer los hechos, incluyendo un hábeas corpus ante la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, no han arrojado resultados positivos.

4. Caso 12.667 – Los niños Manuel Antonio Bonilla, de once años de edad, y Ricardo Abarca Ayala, de trece años, fueron sido víctimas de desaparición forzada por parte de militares integrantes de la Quinta Brigada de Infantería y del Batallón de Infantería de Reacción Inmediata Atlacatl de la Fuerza Armada de El Salvador, durante el operativo conocido como “Operación Teniente Coronel Mario Azenón Palma” en la Quebrada Seca, en agosto de 1982. Desde entonces se desconoce el paradero de los niños, a pesar de todas las gestiones realizadas ante las autoridades para esclarecer los hechos, incluyendo entre éstas, dos hábeas corpus. A pesar de haber sido recomendado por la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, ninguna investigación fue iniciada para determinar el paradero de los niños desaparecidos por parte de la Fiscalía General de la República u otras instancias estatales competentes.

Como puede apreciarse, los casos acumulados comparten un modus operandi y se insertan en la práctica de desaparición forzada que se produjo en la época. Las víctimas eran menores de edad que fueron arrancados de los brazos de sus familiares o cuyos familiares fueron asesinados en el marco de operativos militares. Posteriormente, los menores fueron llevados con rumbo desconocido sin que hasta la fecha se conozca su paradero. Las víctimas no fueron objeto de ningún tipo de protección legal y los mecanismos de la jurisdicción interna – la investigación penal y el habeas corpus – no produjeron ningún efecto en la protección de los derechos de las víctimas o de sus familiares. Por el contrario, el Estado ha profundizado el proceso de victimización al negar los hechos, ignorar la tragedia de la desaparición forzada de los niños y niñas, y omitir cualquier esfuerzo para determinar la suerte de las víctimas de esta práctica generalizada.

El Estado ha insistido en que los pocos niños o niñas “recogidos” en “escenarios de guerra” fueron objeto de medidas de protección especial y entregados a organismos humanitarios. De haber sido así, los menores hubiesen sido reintegrados a sus familias o se habría creado un registro o seguimiento a su situación particular. Los hechos, sin embargo, demuestran todo lo contrario y apuntan a la existencia de una práctica violatoria de los derechos humanos de estos menores, seguidas de la impunidad y del mayor desinterés por la suerte de las víctimas.

En resumen, se ha probado en el trámite de estos casos, de manera suficiente y clara, la existencia de una práctica de desaparición forzada de niños y niñas durante el conflicto y la inserción de los casos denunciados en esta práctica que acarrea responsabilidad internacional para el Estado por las violaciones a derechos humanos que se produjeron contra Santos Ernesto Salinas, Emelinda Lorena Hernández, José Adrián Rochac Hernández, Manuel Antonio Bonilla Osorio y Ricardo Abarca Ayala, y sus familiares.

II. La ineficacia del sistema interno de protección

La desaparición forzada de las víctimas fue acompañada por la más absoluta ineficacia del sistema interno de protección de los derechos humanos. Así, se ha probado suficientemente en el expediente que la Fiscalía General de la República (FGR) – que tenía conocimiento pleno de los hechos, a través de denuncias directas de los familiares o por resoluciones  de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos –, como la institución estatal que ostenta el monopolio de la acción penal, no ha hecho los esfuerzos suficientes para investigar las desapariciones de las víctimas y descubrir su paradero, mucho menos para determinar la responsabilidad de los autores materiales y mediatos de los hechos. A la desaparición se ha sumado la imposibilidad de obtener protección judicial y la sanción a los responsables mediante el proceso penal, con lo cual se produce una nueva violación a los derechos humanos de los desaparecidos y de sus familiares.

Tampoco el habeas corpus – la acción constitucional idónea para esclarecer el paradero de una persona víctima de desaparición forzada – tuvo efecto positivo alguno para las víctimas.  La Comisión Interamericana ha conocido de los múltiples impedimentos que han enfrentado los familiares de las víctimas desaparecidas en El Salvador, para que mediante el recurso del hábeas corpus, se logre establecer el paradero de las mismas
.

Como hemos sostenido en otras audiencias y casos, a pesar que la Comisión y la Corte Interamericana han reconocido la existencia del fenómeno de la desaparición forzada de menores y de que la Corte ha ordenado incluso la adopción de medidas de no repetición, el Estado de El Salvador ha negado sistemáticamente la existencia del fenómeno y no se han adoptado las medidas necesarias para atender esta problemática de manera integral. La Comisión y la Corte han podido constatar que el Estado de El Salvador ha mantenido una actitud general de despreocupación ante la situación de la niñez desaparecida durante el conflicto armado interno
 e incluso el Comité de Derechos del Niño de la ONU ha manifestado su preocupación porque el Estado no haya participado en la investigación de la desaparición de más de 700 niños durante el conflicto armado
.

Es más, tampoco el Estado ha tomado medidas serias para realizar una investigación seria de los hechos, hacer efectivo el habeas corpus en beneficio de las víctimas ni ejecutar otras acciones extra judiciales – como la creación de una Comisión de Búsqueda con suficientes facultades que garanticen su eficacia – para determinar el paradero de las víctimas.

Si bien es cierto, en los últimos meses Pro – Búsqueda ha sido testigo de señales positivas del nuevo Gobierno que prometen avanzar en la solución de la situación de los niños y niñas desaparecidos durante la guerra, las mismas no se han concretado. Así, el Ministro de Relaciones Exteriores ha manifestado públicamente su disposición de enfrentar el problema de los niños desaparecidos, mediante la creación de una Comisión de Búsqueda de Niños y Niñas Desaparecidos, bajo los parámetros de la Corte Interamericana dictados en la Sentencia Serrano Cruz, y una propuesta de Pro-Búsqueda
. 

Por tanto, el incumplimiento de las obligaciones estatales para restituir los derechos humanos de las víctimas e investigar los hechos se encuentran plenamente probados en el expediente, no sólo por la vinculación de los casos con una práctica generalizada y suficientemente demostrada, sino por la prueba documental y los argumentos del mismo Estado, que reconoce la inexistencia de resultados de los mecanismos de la jurisdicción interna. Aún en caso de que el Estado alegue la insuficiencia de prueba en el expediente, debe recordarse que “en casos de desaparición forzada la defensa del Estado no puede descansar en la imposibilidad del demandante de allegar prueba al proceso, dado que, en dichos casos, es el Estado quien detenta el control de los medios para aclarar los hechos ocurridos bajo su jurisdicción y por ello se depende, en la práctica, de la cooperación del propio Estado para la obtención de las pruebas necesarias”
. 

Es así que el procedimiento está debidamente diligenciado y la Honorable Comisión se encuentra en estado de emitir informe sobre el fondo. Es por ello que Pro Búsqueda solicita que se tenga por reiteradas sus observaciones sobre el fondo de los casos, ya presentadas a la Honorable Comisión Interamericana.

III. Petitorio

De la manera más respetuosa, la Asociación Pro Búsqueda hace las siguientes peticiones a la Honorable Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

1. Que a la brevedad posible emita el informe de fondo sobre los casos en referencia, declarando la violación de los derechos protegidos los artículos 5, 7, 8, 17, 18, 19 y 25 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana y de los artículos 3 y 4 de la Convención Americana en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho instrumento internacional, en perjuicio de JOSÉ ADRIAN ROCHAC HERNÁNDEZ, SANTOS ERNESTO SALINAS; EMELINDA LORENA HERNÁNDEZ; MANUEL ANTONIO BONILLA OSORIO Y RICARDO ABARCA AYALA, y sus familiares.

2. Que en dicho informe de fondo se dispongan las medidas para que el Estado de El Salvador repare de manera integral y efectiva las violaciones cometidas y garantice la no repetición de los hechos

3. Que se recomiende al Estado de El Salvador que, en un plazo razonable, investigue efectivamente los hechos denunciados, identifique y sancione a los responsables y efectúe una búsqueda seria de las víctimas, así como proceda a eliminar todos los obstáculos y mecanismos de hecho y derecho que impidan el cumplimiento de dichas obligaciones.

Asociación Pro-Búsqueda de Niños y Niñas Desaparecidos
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